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Omisión a la asistencia familiar 
i) La capacidad económica del procesado,
que ha sido objeto de pronunciamiento en
la vía extrapenal al establecer el monto de
la pensión alimenticia, no configura el tipo
penal de omisión a la asistencia familiar.
ii) En el caso que nos ocupa, no se aportó
por parte del persecutor de la acción penal
información respecto a que el sentenciado
se hubiera encontrado en condiciones de
cumplir con el requerimiento de pago de la
liquidación de pensiones alimenticias
devengadas en su condición de recluido en
el Establecimiento Penal de Varones
Quencoro (Cusco), esto es, no se acreditó la
concurrencia del elemento subjetivo del
delito de omisión a la asistencia familiar pese
a que las particularidades de la situación
jurídica del procesado requerían de un
estándar probatorio superior al hecho de
que el procesado conocía el requerimiento
y pese a ello no haber cumplido.

SENTENCIA DE CASACIÓN 

Lima, veintinueve de noviembre de dos mil veintidós 

VISTO: en audiencia pública1, el 

recurso de casación interpuesto por el Ministerio Público contra la 

sentencia de vista del nueve de marzo de dos mil veintiuno (foja 137), 

expedida por la Sala Mixta, Liquidadora y de Apelaciones de Canchis 

de la Corte Superior de Justicia de Cusco, que por mayoría revocó la 

sentencia del veintisiete de octubre de dos mil veinte (foja 62), que 

condenó a Luis Florez Huayllapuma como autor del delito de omisión 

a la asistencia familiar, en agravio de los menores Ángela Florez Saire 

1 Realizada a través del sistema de videoconferencia, donde existió una interacción 
visual y auditiva simultánea, bidireccional y en tiempo real, sin ningún obstáculo; 
además, no hubo necesidad de que las partes concurrieran, en forma física, a las 
instalaciones de la Corte Suprema de Justicia de la República. 
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y Luis Anyelo Florez Saire, representados por su progenitora María 

Marleni Saire Velásquez, y reformándola resolvieron absolverlo.  

Intervino como ponente la señora jueza suprema CARBAJAL CHÁVEZ. 

CONSIDERANDO 

I. Itinerario del proceso

Primero. Según el requerimiento de acusación (foja 20 del cuaderno 

n.° 0), se imputó lo siguiente: 

1.1. Circunstancias precedentes: 

De las copias certificadas derivadas del proceso de alimentos signado 

con el Nro. 2015-257-0-1007-JP-FA-02, tramitado ante el Segundo 

Juzgado de Paz Letrado de Canchis, se tiene que doña Maria Marleni 

Saire Velásquez en representación de sus menores hijos Angela y Luis 

Anyelo Florez Saire respectivamente, siguió proceso de alimentos en 

contra del hoy acusado Luis Florez Huayllapuma, bajo el número del 

expediente ya indicado. Este proceso terminó con Sentencia, 

contenida en la Resolución Nro. 10, de fecha 09 de noviembre de 

2015, que falló declarando fundada en parte la demanda interpuesta 

por María Marleni Saire Velásquez en representación de sus menores 

hijos Angela y Luis Anyelo Florez Saire respectivamente, en contra de 

Luis Florez Huayllapuma; y, ordenó que el citado acusado acuda con 

la suma de TRESCIENTOS CINCUENTA CON 00/100 SOLES, a razón de S/. 

200.00 soles para la menor Angela Florez Saire; y, S/ 150.00 soles para el 

menor Luis Anyelo Florez Saire. Sentencia que fue consentida mediante 

Resolución Nro. 11, de fecha 23 de marzo de 2016 [sic]. 

1.2. Circunstancias concomitantes: 

Sin embargo, el acusado a pesar de tener pleno conocimiento de la 

existencia de una resolución judicial debidamente consentida que le 

ordena sufragar las pensiones alimenticias mensuales a favor de los 

menores agraviados, hizo caso omiso a dicho mandato judicial, dando 
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lugar a que se practique la Liquidación de los Alimentos Devengados, 

en fecha 03 de abril de 2017, del período comprendido desde julio de 

2015 hasta mayo de 2017, en la suma de SIETE MIL OCHOCIENTOS 

SESENTA Y DOS CON 97/100 SOLES. Liquidación que fue debidamente 

aprobado mediante Resolución Nro. 20, de fecha 18 de mayo de 2017; 

y, en la misma resolución se dispuso requerir al acusado para que en el 

plazo del quinto día de notificado cumpla con pagar el monto de los 

alimentos devengados, bajo apercibimiento de ser denunciado 

penalmente por el delito de Omisión de Asistencia Familiar. 

Requerimiento que fue debidamente notificado al hoy acusado en su 

domicilio real, ubicado en el Penal de Quencoro - varones, del distrito 

de San Jerónimo, provincia y departamento de Cusco, en fecha 08 de 

junio de 2017; empero aquel hizo caso omiso a dicho requerimiento, 

consumándose el presunto delito al vencimiento del plazo concedido, 

esto es, en fecha 16 de junio de 2017, ello descontando sábado y 

domingo [sic] 

1.3. Circunstancias posteriores: 

Es así, que el Juzgado haciendo efectivo el apercibimiento prevenido, 

mediante Resolución Nro. 22, de fecha 14 de septiembre de 2017, 

resuelve remitir copias certificadas de aquel proceso de alimentos, a la 

Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Turno de la Provincia de 

Canchis, dando lugar así a la presente investigación [sic]. 

Segundo. El representante del Ministerio Público tipificó estos 

hechos como constitutivos del delito de omisión a la asistencia 

familiar, en su forma de incumplimiento de obligación alimentaria, 

previsto en el primer párrafo del artículo 149 del Código Penal; por 

ello, en su requerimiento acusatorio presentado el trece de 

septiembre de dos mil dieciocho, solicitó que se le imponga cuatro 

años con seis meses de pena privativa de libertad; asimismo, la suma 
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de S/ 1000 (mil soles) a favor de la agraviada por concepto de 

reparación civil.  

Tercero. El Juzgado Penal Unipersonal de la provincia de Canchis 

de la Corte Superior de Justicia del Cusco, mediante sentencia del 

veintisiete de octubre de dos mil veinte (foja 62), resolvió condenar a 

Luis Florez Huayllapuma como autor y responsable de la comisión del 

delito de omisión a la asistencia familiar, en agravio de los menores 

Ángela Florez Saire y Luis Anyelo Florez Saire, representados por su 

progenitora María Marleni Saire Velásquez, le impuso dos años de 

pena privativa de libertad y dispuso que el sentenciado pague la 

suma de S/ 1000 (mil soles) por concepto de reparación civil a favor de 

la parte agraviada, sin perjuicio de pagar los alimentos devengados 

que ascienden a la suma de S/ 7862.97 (siete mil ochocientos sesenta y dos 

soles con noventa y siete céntimos); con lo demás que contiene. 

Cuarto. Una vez apelada la sentencia por los recurrentes, la Sala 

Mixta, Liquidadora y de Apelaciones de Canchis de la Corte Superior 

de Justicia de Cusco, mediante sentencia de vista del nueve de 

marzo de dos mil veintiuno (foja 137), por mayoría revocó la sentencia 

y reformándola resolvieron absolverlo; esencialmente, por los 

siguientes argumentos: 

Del análisis conjunto de los medios probatorios antes mencionados, si 

bien se determina que en efecto el imputado pese a ser notificado 

con la resolución que le requiere el pago de los alimentos 

devengados, éste no cumplió con pagarlos; empero, respecto al 

elemento subjetivo en el actuar del imputado, el Juez no ha tomado 

en cuenta que el proceso de alimentos seguido en contra del 

imputada ante el Segundo Juzgado Paz Letrado de Canchis, se ha 

seguido desde un inicio, cuando éste se encontraba recluido en el 
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Establecimiento Penal de Varones de Qquencoro del Cusco todavía 

desde el año 2011, por haber sido sentenciado en otro proceso penal; 

por tanto, si ello es así por las máximas de la experiencia se tiene que 

una persona al estar recluido en un establecimiento penal y ser 

requerido para el pago de S/. 7 862.97 en solo cinco días, resulta 

irrazonable entender que estando en dicha condición, no haya 

querido cumplir con pagar la liquidación de alimentos devengados; 

ya que, razonablemente al estar en dicha condición no contaba con 

recursos económicos que le posibilitasen el pago de dicho monto, y en 

el transcurso del proceso no se han actuados medios probatorios que 

den cuenta que el imputado teniendo recursos económicos para 

asumir el pago de la liquidación de alimentos devengados no los haya 

cumplido de manera dolosa; ello debió ser observado de manera 

obligatoria por el Juez, por cuanto, el Acuerdo Plenario Extraordinario 

N.° 2-2016/CIJ-116, esgrime como doctrina legal vinculante que en los 

procesos de omisión de asistencia familiar, lo que se penaliza o 

sanciona no es el no poder cumplir, sino el no querer cumplir, 

apareciendo en el caso de autos y como lo ha expresado el imputado 

en audiencia de apelación de sentencia, tiene el deseo de cumplir 

con su responsabilidad alimentaria; sin embargo, precisa estar recluido 

desde el año 2011, con lo que se concluye que el imputado de 

manera real y concreta se encontraba en la imposibilidad de ejecutar 

la acción ordenado por el Juzgado de Paz Letrado, y por ende su 

voluntad de querer cumplir con la obligación se ha visto influida de 

manera objetiva. Dicho de otro modo, estando privado de su libertad 

se encontraba restringido para producir recursos económicos, pues 

como bien se sabe la determinación del estado de hacinamiento de 

los establecimientos penitenciarios, no permite una optimización de 

producción; sin embargo, debe dejarse constancia que este hecho no 

lo libera de cumplir los alimentos, el cual puede ser de diferente 

manera, más no en la vía penal, por cuanto, no se observa el ánimo 

doloso de incumplimiento [sic]. 
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II. Motivos de la concesión de los recursos de casación

Quinto. Este Tribunal Supremo, mediante resolución del siete de 

octubre de dos mil veintiuno (foja 179), recaída en la Queja n.° 397-

2021, concedió el recurso de casación propuesto por el Ministerio 

Público por la causal prevista en el numeral 3 del artículo 429 del 

Código Procesal Penal. 

III. Audiencia de casación

Sexto. Instruido el expediente, se señaló como fecha para la 

realización de la audiencia de casación el dieciséis de noviembre 

del año en curso (foja 68 del cuadernillo formado en esta instancia), la que 

se realizó con la intervención de la parte recurrente, quien expuso 

los argumentos propuestos en su recurso de casación, con lo que la 

causa quedó expedita para emitir pronunciamiento.  

IV. Fundamentos de derecho

Séptimo. Este Supremo Tribunal, como garante de los derechos, 

principios, bienes y valores constitucionales y actuando como última 

instancia de la jurisdicción ordinaria, admitió el recurso de casación 

propuesto por el Ministerio Público para la correcta interpretación 

del artículo 149 del Código Penal.  

Octavo. Preliminarmente, es de destacar que el artículo 149 del 

Código Penal prevé: 

El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que 

establece una resolución judicial será reprimido con pena privativa de 

libertad no mayor de tres años, o con prestación de servicio 

comunitario de veinte a cincuentidós jornadas, sin perjuicio de cumplir 

el mandato judicial. 
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 Si el agente ha simulado otra obligación de alimentos en connivencia 

con otra persona o renuncia o abandona maliciosamente su trabajo la 

pena será no menor de uno ni mayor de cuatro años. 

Si resulta lesión grave o muerte y éstas pudieron ser previstas, la pena 

será no menor de dos ni mayor de cuatro años en caso de lesión 

grave, y no menor de tres ni mayor de seis años en caso de muerte. 

Noveno. Sobre el particular, el Acuerdo Plenario Extraordinario n.º 

2-2016/CIJ-116, del uno de junio de dos mil dieciséis, sobre el proceso

penal inmediato reformado, legitimación y alcances señaló: 

El delito de omisión de asistencia familiar, por su propia configuración 

típica, exige la previa decisión de la justicia civil que se pronuncie 

acerca del derecho del alimentista y de la obligación legal del 

imputado, de la entidad del monto mensual de la pensión de 

alimentos y del objetivo incumplimiento del pago, previo 

apercibimiento, por el deudor alimentario. Es claro que tales elementos 

no son los únicos para fundar el juicio de culpabilidad ni 

necesariamente determinan la imposición de una sentencia 

condenatoria –la posibilidad de actuar es esencial, pues lo que se 

pena no es el “no poder cumplir”, sino el “no querer cumplir” […]. 

Décimo. En esa línea, conforme consta en el literal b del numeral 

2.4 del auto de calificación del recurso de Casación n.° 1496-

2018/Lima del quince de marzo de dos mil diecinueve, es criterio de 

este Tribunal Supremo que:  

El debate y evaluación de la capacidad de pago para la 

determinación del quantum de la pensión se efectúa en la vía civil, en 

la que se tramita un proceso sumario y se concede el traslado al sujeto 

obligado para acreditar las deficiencias que tendría para cumplir con 

el monto de la pensión solicitada por la demandante. 
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Undécimo. Asimismo, es preciso señalar que en el Recurso de 

Nulidad n.° 327-2020/Junín, del doce de octubre de dos mil veinte, 

quedó establecido que: 

Por ejecutoria del cinco de agosto de dos mil diecinueve, se indicó 

que no es correcto afirmar que el delito de omisión de asistencia 

familiar es uno instantáneo de efectos permanentes –conforme a los 

criterios acogidos por la Sala Superior–, sino que estamos ante un delito 

permanente, ya que el agente genera con su comisión una situación 

antijurídica que permanece vigente hasta que él voluntariamente no 

efectúe el pago respectivo. 

Duodécimo. Estando a ello, la capacidad económica del 

procesado, que ha sido objeto de pronunciamiento en la vía 

extrapenal al establecer el monto de la pensión alimenticia, no 

configura el tipo penal de omisión a la asistencia familiar; en 

consecuencia, en el caso de autos, se debe establecer si existió falta 

de aplicación de la ley penal. 

Decimotercero. Así, es de verse que el certificado de antecedentes 

judiciales da cuenta que al procesado Luis Florez Huayllapuma se le 

sentenció por el delito de violación de menor de catorce años, cuyo 

lapso de pena comprende del dieciséis de septiembre de dos mil 

once al quince de septiembre de dos mil treinta y seis; asimismo, se 

admitió a trámite el Proceso de Alimentos n.° 00257-2015-0-1007-JP-FC-

02, el dieciséis de julio de dos mil quince; esto es, al recurrente se le 

siguió el trámite del proceso de alimentos en su contra en mérito al 

cual se le requirió que cumpla con pagar la liquidación de alimentos 

devengados mientras se encontraba en el penal de varones de 

Quencoro (Cusco), por lo que la capacidad económica del 

recurrente ha sido objeto de mérito en la vía extrapenal. 
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Decimocuarto. Así, también ha sido objeto de mérito en la 

sentencia de primera instancia —que al recurrente se le notificó 

válidamente— el requerimiento de pago de la liquidación de pensiones 

devengadas, con lo cual se determinó que pese a tener 

conocimiento de dicho requerimiento, este no cumplió.  

Decimoquinto. Sobre el particular, la Sala Superior expuso que no 

se tomó en cuenta que el proceso de alimentos se ha seguido desde 

el inicio, mientras el procesado se encontraba recluido en el 

Establecimiento Penal de Varones Quencoro (Cusco), pese a que ello 

demuestra que la determinación de la cuantía de la pensión de 

alimentos acorde con la situación jurídica del procesado fue objeto 

de mérito en la sede civil, lo que motivó el presente proceso de 

manera posterior. 

Decimosexto. No obstante, si bien es cierto que la determinación 

de la cuantía de la pensión de alimentos acorde con la situación 

jurídica del procesado no influye en la configuración típica del delito 

de omisión a la asistencia familiar, ello no implica que per se no haya 

influido en el aspecto subjetivo de la conducta; además, en el caso 

que nos ocupa, no se aportó por parte del persecutor de la acción 

penal información relativa a que el procesado se hubiera encontrado 

en condiciones de cumplir con el requerimiento de pago de la 

liquidación de pensiones alimenticias devengadas en su condición de 

recluido en el Establecimiento Penal de Varones Quencoro (Cusco), 

esto es, no se acreditó la concurrencia del elemento subjetivo del 

delito de omisión a la asistencia familiar pese a que las 

particularidades de la situación jurídica del procesado —privado en su 

libertad desde el inicio del proceso de alimentos— requerían de un estándar 
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probatorio superior al hecho de que el procesado conocía el 

requerimiento y pese a ello no haber cumplido; por lo que el presente 

recurso debe declararse infundado. 

V. Imposición del pago de costas

Decimoséptimo. Además, al tratarse de un recurso interpuesto por el 

Ministerio Público, se deberá proceder con la exoneración respectiva 

del pago de las costas, de conformidad con el numeral 1 del artículo 

499 del Código Procesal Penal. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos integrantes de la 

Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República: 

I. DECLARARON INFUNDADO el recurso de casación interpuesto

por el Ministerio Público por la causal prevista en el numeral 3

del artículo 429 del Código Procesal Penal; NO CASARON la

sentencia de vista del nueve de marzo de dos mil veintiuno (foja

137).

II. EXONERARON al Ministerio Público del pago de las costas del

recurso presentado.

III. DISPUSIERON que la presente decisión sea leída en audiencia

pública por intermedio de la Secretaría de esta Sala Suprema;

acto seguido, se notifique a las partes apersonadas en esta

instancia, se publique la decisión en el portal web del Poder

Judicial, cumplidos los trámites necesarios, se devuelvan los
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actuados al órgano jurisdiccional de origen y se archive el 

cuadernillo formado en esta instancia. 

Intervino el señor juez supremo Coaguila Chávez por periodo 

vacacional de la señora jueza suprema Altabás Kajatt. 

S. S.  

SAN MARTÍN CASTRO 

LUJÁN TÚPEZ 

SEQUEIROS VARGAS 

COAGUILA CHÁVEZ 

CARBAJAL CHÁVEZ 

CH/MAGL 
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Omisión de prestación de alimentos. 
Sumilla. Los medios probatorios acopiados, 
analizados conjuntamente, son convincentes 
para enervar la presunción de inocencia del 
procesado, existiendo prueba de cargo fiable, 
plural, concordante y suficiente para 
acreditar la materialidad del delito y la 
responsabilidad del proceso, pues se ha 
demostrado que el Juzgado cumplió con 
requerir al recurrente el pago de las 
pensiones alimenticias devengadas, pago 
que no cumplió vencido el plazo –y continúa 
incumpliendo aún instaurado el presente 
proceso penal-, por lo que no solo la acción 
penal ha sido ejercitada válidamente, sino 
además se encuentra acreditada tanto la 
materialidad del delito de Omisión de 
Asistencia Familiar materia de imputación, 
como la responsabilidad penal del recurrente 
Edilbrando Gonzales Horna, como autor del 
mismo, quien ha evidenciado una conducta 
renuente al cumplimiento de su obligación 
alimentaria para con su menor hija.     

Lima, veintidós de noviembre de dos mil veintidós 

VISTO: el recurso de nulidad 

interpuesto por el representante legal del sentenciado Edilbrando 

Gonzales Horna (al haberse declarado fundada la queja excepcional

interpuesta por dicha parte, mediante Ejecutoria Suprema recaída en la Queja 

Excepcional N.° 624-2018/Lima Este del diecisiete de setiembre de los mil 

diecinueve1) contra la sentencia, Resolución N° 16, del veintiocho de 

junio de dos mil dieciocho (foja 210), emitida por la Sala Penal 

Descentralizada Permanente de Ate de la Corte Superior de Justicia 

de Lima Este, lo confirmó la sentencia de primera instancia, 

Resolución N° 08, del veintiséis de julio de dos mil diecisiete (foja 

156), que declaró improcedente la cuestión previa, y condenó como 

autor por el delito contra la familia – omisión de asistencia familiar 

–omisión de prestación de alimentos, en agravio de la menor Leysi

July Gonzales Collana; a un año de pena privativa de libertad, la 

1 En copia certifica a foja 163. 
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misma que se suspende por el mismo plazo, bajo reglas de 

conducta; y fijó en S/500,00 (quinientos soles) el monto por 

reparación civil.  

Intervino como ponente el juez supremo Brousset Salas. 

CONSIDERANDO 

FUNDAMENTOS DEL RECURSO IMPUGNATORIO 

Primero. La defensa del encasado Gonzales Horna Edilbrando, 

en su recurso de nulidad formalizado por escrito del dos de agosto 

de dos mil dieciocho (foja 224), impugnó la sentencia impuesta en su 

contra, solicitando su absolución. Al respecto, argumentó lo 

siguiente:    

1.1. Se ha vulnerado el principio acusatorio del Ministerio Público, 

pese a que el Fiscal Superior solicitó expresamente la 

absolución del recurrente, el Colegiado confirmó la condena de 

primera instancia. 

1.2. El Colegiado incorporó una prueba documental de oficio, de 

forma secreta y extemporánea, por lo cual el procesado no 

tenía conocimiento de la misma, limitando su derecho a la 

defensa, pues ello impidió que se ejerza el principio de 

contradicción.   

1.3. Asimismo, se advierte que del documento ingresado, la firma 

atribuida al procesado no le corresponde, pues se trataría de 

un documento falso.     

MARCO DE IMPUTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA 

Segundo. Conforme la acusación fiscal postulada mediante 

requerimiento del dos de setiembre de dos mil dieciséis (foja 98), se 

imputa:
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De la investigación preliminar se desprende que la persona de 

Gladys Nora Collana Pardavé representante y madre de la 

menor Leysi Joly Gonzales Collana, interpuso demanda de 

alimentos contra el procesado Edilbrando Gonzales Horna, la 

misma que declaró fundada en parte la demanda y ordenó al 

procesado la pensión de alimentos mensual y adelantada por 

la suma de S/ 600.00 (seiscientos soles); asimismo, mediante 

resolución N° 12 del treinta de enero de dos mil quince, se 

aprobó la liquidación de pensiones devengada que asciende a 

S/ 6,200.00 (seis mil doscientos soles), requiriendo al demandado 

para que cumpla con abonar la suma aprobada, 

notificándosele debidamente conforme se observa del reporte 

de notificaciones y respectivo cargo de notificación el mismo 

que obra en autos. 

Sin embargo, el procesado no ha cumplido con los pagos 

devengados, a pesar del requerimiento de ley; por lo que, 

mediante resolución número 13, del ocho de  abril de dos mil 

quince (foja 26) se hizo efectivo el apercibimiento remitiéndose 

copias certificadas al Ministerio Público para que actué de 

acuerdo a sus atribuciones.     

Tercero. En cuanto a la calificación jurídica, el titular de la acción 

penal postuló la configuración del delito, conforme con lo previsto 

en el primer párrafo del artículo 149 del Código Penal. Solicitando 

la pena de tres años de privativa de libertad.   

DELITO: 
OMISION DE PRESTACION DE ALIMENTOS 

Artículo 149 C.P. 
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece 
una resolución judicial será reprimido con pena privativa de libertad no 
mayor de tres años, o con prestación de servicio comunitario de veinte a 
cincuentidós jornadas, sin perjuicio de cumplir el mandato judicial 
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FUNDAMENTOS DE LA SENTENCIA IMPUGNADA 

Cuarto. Conforme sentencia recurrida del veintiséis de julio de dos 

mil diecisiete (foja 156), la Sala Superior condenó a Gonzales Horna 

Edilbrando, en atención a los siguientes considerandos: 

4.1. De los agravios postulados por la defensa del sentenciado se 

circunscriben a: i) El A quo incurre en error al considerar que 

la notificación de requerimiento no constituye un requisito de 

procedibilidad de la acción penal; ii) Se incurre en error, al 

invertir la figura de la carga de la prueba y considerar que es el 

procesado quien debe acreditar que ha sido mal notificado; iii) 

La dirección a la cual fue notificado el requerimiento no 

corresponde al domicilio real ni procesal del imputado; iv) el 

procesado desconocía la notificación del requerimiento, por ello 

no resulta responsable del delito imputado; v) El imputado ha 

realizado diversos tipos de compras a favor de su menor, lo que 

debería ser considerado a cuenta de las pensiones devengadas. 

4.2. De lo expuesto sobre el requisito de procedibilidad para poder 

promover la acción penal por el delito de omisión a la asistencia 

familiar, es que en el proceso de alimentos, se le requiera al 

proceso que cumpla con el pago de las pensiones devengadas, 

de la revisión de las copias certificadas remitidas por el Primer 

Juzgado Penal de Santa Anita, el recurrente fue válidamente 

notificado con fecha trece de marzo de dos mil quince (foja 24), 

en el cual se le notificó la resolución n° 12 del treinta de enero 

de dos mil quince (foja 22) que lo requirió al cumplimiento del 

pago de los devengados, información proporcionada por el 

propio juzgada, ya que le fue requerida, en dicho escrito se 

verifica que la dirección, como domicilio procesal es al cual se 

le ha notificado primigeniamente, antes que el procesado 

cambiara de abogado, por lo tanto el procesado fue emplazado 



5 

CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

 SALA PENAL TRANSITORIA 
 RECURSO DE NULIDAD N.° 254-2022 
 LIMA ESTE   

correctamente a la dirección que su abogada indico, Avenida 

José Larco número 101 oficina 902, Miraflores, Lima; la misma 

que fuera ingresada por mesa de partes al módulo corporativo 

de los juzgado de paz letrado de Santa Anita el veintiocho de 

febrero de dos mil catorce (foja 209).

4.3. En relación a las compras que alude el procesado que realizó a 

favor de su menor hijas, que deben ser considerados a cuenta 

de los devengados, si bien la ley no estipula un impedimento, lo 

cierto es que en la sentencia, en la cual se origina la obligación 

dineraria, por lo que en ella se ha señalado de manera expresa 

que el ahora recurrente deberá abonar el pago de las pensiones 

alimentarias, por lo tanto  éste pago,  deberá realizarse 

mediante  suma dinero. 

4.4. Con lo expuesto, se ha desvirtuado la presunción de inocencia, 

al demostrarse plenamente la responsabilidad del recurrente en 

el delito imputado, al no haber cumplido con el pago de la 

liquidación de pensiones devengadas, conformando la pena de 

un año, la misma que queda suspendida por el mismo periodo 

de tiempo, así como la reparación civil impuesta.     

FUNDAMENTOS DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Quinto. La presente causa se admitió a trámite, vía 

queja excepcional por denegatoria de recurso de nulidad, ante la 

presunta transgresión del principio de jerarquía del Ministerio 

Público, al derecho de defensa, debido proceso.    

Sexto. El juicio conclusivo emitido por el operador de justicia debe 

encontrarse debidamente motivado2, lo que exige una precisión 

2 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Expediente N.° 00728-2008-PHC/TC, LIMA, del trece de octubre de 
dos mil ocho: “El derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales es una garantía del 
justiciable frente a la arbitrariedad judicial y garantiza que las resoluciones no se encuentren 
justificadas en el mero capricho de los magistrados, sino en datos objetivos que proporciona el 
ordenamiento jurídico o los que se derivan del caso” (fundamento jurídico 7). 
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detallada de las razones o justificaciones objetivas que lo llevaron a 

tomar tal o cual decisión. Esta obligación se reviste en una 

garantía constitucional frente al ius puniendi estatal, conforme lo 

regulado en el numeral 5 del artículo 139, de la norma 

fundamental. 

Séptimo. Fluye de autos que la Sala Superior, concluyó en 

confirmar la sentencia de primera instancia, declarando 

Improcedente la Cuestión Previa, y condenando a  Edilbrando 

Gonzales Horna delito contra la familia – omisión de asistencia 

familiar – omisión de prestación de alimentos. Ello en razón que se 

acreditó el correcto emplazamiento al procesado, sobre la 

aprobación de la liquidación de la pensión devengada, mediante 

resolución número 12 del treinta de enero de dos mil quince (foja 

22), y el cargo de notificación que obra en autos (foja 24 y 33), 

notificado a la dirección: Av. José Larco número 101 oficina 902, 

Miraflores, Lima, dirección que fuera ingresa a la mesa única de 

partes del módulo corporativo de los Juzgados de Paz Letrado de 

Santa Anita, mediante escrito del veintiocho de febrero de dos mil 

catorce (foja 209), con firma del procesado y de quien fuera su 

abogado.    

Octavo. De los agravios postulados por la defensa del procesado, el 

núcleo medular versa sobre el correcto emplazamiento al procesado 

Edilbrando Gonzales Horna de la resolución que aprobación la 

liquidación de la pensión de devengados, como requisito de 

procedibilidad para poder promover la acción penal por el delito de 

omisión a la asistencia familiar, en el proceso de alimentos. Que, 

de acuerdo a las imputaciones esgrimidas, se habría incorporado al 

proceso, por parte del Colegiado, una  prueba documental de oficio, 

secreta y extemporáneamente, sin conocimiento del procesado, 



7 

CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

 SALA PENAL TRANSITORIA 
 RECURSO DE NULIDAD N.° 254-2022 
 LIMA ESTE   

limitando su derecho de defensa, y vulnerando otras garantías del 

proceso penal. 

Noveno. Resulta plausible el análisis desplegado por la Sala 

Superior mediante sentencia recurrida, conforme al desarrollo de la 

misma, el Colegiado amparó su confirmatoria de condena en los 

medios probatorios acopiados durante el proceso, los que fueron 

aportados por las partes procesales. 

De autos se verifica que mediante Resolución número 12, del 

treinta de enero de dos mil quince (foja 22), se aprobó la liquidación 

de pensiones devengadas por la suma de seiscientos soles (S/ 600.00 

soles), requiriéndose al procesado el cumplimiento del pago de los 

devengados, dentro de los tres días de notificado, bajo 

apercibimiento en caso de omisión al mandado, remitirse a la 

fiscalía competente proceda conforme a ley. Resolución que fuera 

notificada al procesado a la dirección Av. José Larco número 101 

oficina 902, Miraflores, Lima, con fecha trece de marzo de dos mil 

quince, conforme a la cedula notificación n° 17892-2015 (foja 33) y 

el cargo de notificación (foja 24); empero, de acuerdo a la declaración 

que brindada el procesado el treinta de octubre de dos mil quince 

(foja 88), refirió que nunca se le notificó la resolución 12 en el cual 

se le requiere el pago de los devengados.     

Siendo cuestionado dicho extremo por la defensa mediante 

cuestión previa, señalando que es un requisito de procedibilidad la 

correcta notificación al procesado del requerimiento de la aprobó 

de la liquidación de pensiones devengadas, pues la dirección a la 

cual se le notificó no corresponde al domicilio real ni procesal del 

acusado. Seguidamente, con fecha cinco de abril de dos mil 

dieciocho (foja 186), la Primera Fiscalía Superior Penal de Lima Este 

solicita ampliación de la instrucción para que el juzgado realice las 

diligencias necesarias, pues en autos no obra documento que 
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señale tal dirección; posterior a ello con fecha siete de mayo de dos 

mil dieciocho, el Fiscal Superior mediante dictamen N° 347-2018-

MP-1-FSP-LE (foja 193), refirió que el pedido solicitado fue denegado 

por el juzgado, por lo cual existe una legitima duda respecto a 

afirmar que el acusado conoció dicho requerimiento, por lo cual su 

opinión es absolver al acusado. A razón de ello, la Superior ordena 

bajo responsabilidad funcional, mediante Resolución número 15 

del doce de junio de dos mil dieciocho (foja 202), se remita el 

documento donde se consignó la dirección Av. José Larco número 

101 oficina 902, Miraflores, Lima, a la cual se notificó la resolución 

número 12 al procesado.  

De autos se aprecia que a foja 209, obra el escrito en el cual se 

consignó la dirección cuestionada por la defensa, el que fuera 

ingresado a la mesa única de partes del módulo corporativo de los 

Juzgados de Paz Letrado de Santa Anita, mediante escrito del 

veintiocho de febrero de dos mil catorce, con firma del procesado y 

de quien fuera su abogado, es decir, se cumplió con la notificación 

válida del requerimiento de pago de las pensiones alimenticias 

devengadas, cuya omisión de pago motiva el presente proceso penal, 

que fuera cuestionada por la defensa del recurrente; y mediante la 

sentencia de vista, materia del grado, se declaró infundado el 

recurso de apelación, confirmándose la sentencia de primera 

instancia que declaró improcedente la cuestión previo y condenó al 

procesado por el delito imputado. 

Décimo. De lo glosado, se concluye que el Colegiado no ha vulnera 

el principio acusatorio, ni el derecho de defensa, ni mucho menos 

el principio de contradicción.  

Si bien mediante dictamen número 347-2018-MP-1-FSP-LE (foja 

193), el fiscal emite opinión que se revoque la sentencia, y 

reformándola se absuelva al acusado, ello en razón (claramente 
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expuesto en su dictamen), por no haberse recabado del Primer Juzgado 

de Paz Letrado de Santa Anita, el escrito en el que se consignó la 

dirección donde se notificó al recurrente, el requerimiento de 

marras; diligencia que con posterioridad a dicho dictamen, se 

realizó, con los resultados antes descritos; por lo tanto no ha 

existido vulneración al principio acusatorio que refiere la defensa.  

Decimoprimero. Seguidamente, la defensa arguye que, se 

incorporó al proceso una prueba documental de oficio, 

secretamente y extemporáneamente, sin conocimiento del 

procesado, vulnerando el derecho de defensa y el principio de 

contradicción. 

En cuanto al agravio planteado, no se ajusta a la verdad, el escrito 

al cual hace referencia la defensa no es un nuevo medio probatorio 

que se haya incorporado al proceso, se trata de una pieza del 

proceso inicialmente omitida incorporarse al expediente, la que fue 

remitida por el Primer Juzgado de Paz Letrado de Santa Anita, a 

pedido de la Sala Superior Penal, en cumplimiento de su deber de 

averiguación; por lo que no resulta de recibo el agravio en comento.  

Decimosegundo. Finalmente, la defensa indica que la firma que 

aparece en dicho documento no le corresponde al procesado, ya 

que se trataría de un documento falso.     

Al respecto, cabe precisar, que no existe en autos cuestionamiento 

alguno, efectuado con antelación en dicho sentido, ni pericia que 

respalde tal afirmación; razón por la que dicho agravio al igual que 

los anteriores, se desestima. 

Decimotercero. Los medios probatorios acopiados, analizados 

conjuntamente, son convincentes para enervar la presunción de 

inocencia del procesado, existiendo prueba de cargo fiable, plural, 

concordante y suficiente para acreditar la materialidad del delito y 
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la responsabilidad del proceso, pues se ha demostrado que el 

Juzgado cumplió con requerir al recurrente el pago de las 

pensiones alimenticias devengadas, pago que no cumplió vencido el 

plazo –y continúa incumpliendo aún instaurado el presente 

proceso penal-, por lo que no solo la acción penal ha sido ejercitada 

válidamente, sino además se encuentra acreditada tanto la 

materialidad del delito de Omisión de Asistencia Familiar materia 

de imputación, como la responsabilidad penal del recurrente 

Edilbrando Gonzales Horna, como autor del mismo, quien ha 

evidenciado una conducta renuente al cumplimiento de su 

obligación alimentaria para con su menor hija Leysi July Gonzales 

Collana.     

Decimocuarto. Por las consideraciones expuestas, corresponde 

declarar no haber nulidad en la sentencia, ya que el análisis 

realizado está conforme con la normativa pertinente, en 

consecuencia, los agravios esgrimidos no son de recibo para este 

Supremo Tribunal, pues, la Sala Superior ha cumplido con 

fundamentar las razones que justifican su decisión. Por lo tanto, 

corresponde desestimar el recurso planteado. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los jueces integrantes de la Sala Penal 

Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República:  

I. DECLARARON NO HABER NULIDAD en la sentencia del

veintiocho de junio de dos mil dieciocho (foja 210), emitida por la

Sala Penal Descentralizada Permanente de Ate de la Corte

Superior de Justicia de Lima Este, (al haberse declarado fundada la

queja excepcional interpuesta por dicha parte, mediante Ejecutoria

Suprema recaída en la Queja Excepcional N.° 624-2018/Lima Este del

diecisiete de setiembre de los mil diecinueve) que confirmó la
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sentencia de primera instancia del veintiséis de julio de dos mil 

diecisiete (foja 156), que declaró improcedente la cuestión 

previa, y condenó a Edilbrando Gonzales Horna como autor 

por el delito contra la familia – omisión de asistencia familiar – 

omisión de prestación de alimentos, en agravio de la menor 

Leysi July Gonzales Collana; a un año de pena privativa de 

libertad, la misma que se suspende por el mismo plazo, bajo 

reglas de conducta; y fijó en S/500,00 (quinientos soles) el monto 

por reparación civil,  

II. DISPUSIERON se remita la causa al tribunal de origen para

los fines de ley correspondientes y se haga saber a las partes

apersonadas en esta Sede Suprema.

S. S. 

PRADO SALDARRIAGA 

BROUSSET SALAS 

CASTAÑEDA OTSU 

PACHECO HUANCAS 

GUERRERO LÓPEZ 

RBS/lrvb 
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Revisión de sentencia fundada  
i. Desde el punto de vista formal se 
determinó que la nueva prueba 
presentada por el demandante se obtuvo 
con posterioridad a las fechas de emisión 
de las sentencias de instancia que lo 
condenaron. 
ii. Desde el punto de vista sustancial se 
aprecia que debido a que la justicia en la 
vía civil-familiar anuló y dejó sin efecto la 
Resolución número 55, del diecinueve de 
agosto de dos mil quince, los actos 
posteriores a ella, tales como las 
resoluciones que requieren el pago de los 
devengados bajo apercibimiento e incluso 
la resolución que remite copias 
certificadas al Ministerio Púbico por el 
delito de omisión de asistencia familiar, 
carecen de efectos jurídicos. 

 

SENTENCIA DE REVISIÓN 
 

Lima, veinticinco de noviembre de dos mil veinte 
 

 VISTOS: la demanda de revisión de 

sentencia, interpuesta por el condenado Pío Juan Alvarado García 

contra la sentencia expedida el siete de febrero de dos mil dieciocho 

por el Sexto Juzgado Penal Especializado en Procesos Inmediatos-Delitos 

de Flagrancia y otros previstos en el Decreto Legislativo número 1194 de 

la Corte Superior de Justicia de Lima, que lo condenó como autor del 

delito contra la familia-omisión de asistencia familiar, en perjuicio de 

Jhan Carlos Alvarado Robles y Andrea del Pilar Alvarado Robles, a un 

año y seis meses de pena privativa de libertad suspendida por el mismo 

término bajo el cumplimiento de reglas de conducta (entre ellas, cumplir 

con el íntegro del pago de las pensiones devengadas) y fijó en S/ 2500 (dos mil 

quinientos soles) el monto de pago por concepto de reparación civil a 

favor de cada agraviado, la que fue confirmada mediante la sentencia 

de vista del quince de mayo de dos mil dieciocho.  

Intervino como ponente el señor juez supremo Castañeda Espinoza.  
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CONSIDERANDO 
 

§ I. Pretensión de la demanda de revisión de sentencia 

 

Primero. El demandante Pío Juan Alvarado García sustentó su pretensión 

de revisión de sentencia y afirmó que la condena impuesta en su contra 

por el delito de omisión de asistencia familiar se basó en la renuencia de 

cumplir con el requerimiento de pago de devengados a favor de los 

agraviados que se estableció con un informe pericial aprobado 

mediante la Resolución número 55, del diecinueve de agosto de dos mil 

quince. Empero, con fecha posterior a la sentencia condenatoria en su 

contra y a la de vista que la ratificó, la Primera Sala Especializada de 

Familia de Lima de la Corte Superior de Justicia de Lima revocó dicha 

Resolución número 55 y la declaró nula, con lo cual todos los actos 

posteriores a ella (incluidos los requerimientos para sus pagos con apercibimiento de 

remitirse copias al Ministerio Público) también devienen en nulos.  

Así, como fundamento jurídico de la demanda, invocó el numeral 4 del 

artículo 439 del Código Procesal Penal, para lo cual adjuntó copia de la 

resolución de vista del diez de septiembre de dos mil dieciocho, expedida 

por la Primera Sala Especializada de Familia de Lima de la Corte Superior 

de Justicia de Lima, que revocó la Resolución número 55 aludida. 

 

§ II. Motivo de admisión de la demanda 

 

Segundo. Mediante  ejecutoria suprema del veintiséis de septiembre de 

dos mil diecinueve (foja 78 del cuaderno formado en esta Instancia Suprema), se 

admitió a trámite la demanda de revisión interpuesta por el recurrente 

Alvarado García, y como fundamento de hecho del motivo de revisión 

se sostuvo lo siguiente:  
 

3.2.   En el caso concreto, el demandante señaló de modo específico la 

sentencia cuya revisión pretende e indicó los órganos jurisdiccionales 

que la dictaron, esto es, el Sexto Juzgado Penal y Colegiado de Lima 
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Especializado en Procesos Inmediatos-Delitos de Flagrancia y otros 

previstos en el Decreto Legislativo número 1194, de la Corte Superior de 

Justicia de Lima (en primera instancia) y por la Tercera Sala Penal de 

Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Lima (en segunda 

instancia) y, asimismo, precisó los hechos en que sustenta su demanda, 

fundamentando jurídicamente su pretensión; finalmente, adjuntó copias 

de las sentencias materia de revisión, acompañado el medio de prueba 

que no fue conocido durante el juzgamiento (la Resolución número 04, 

del diez de septiembre de dos mil dieciocho, emitida por la Primera Sala 

Especializada en Familia de Lima de la Corte Superior de Justicia de 

Lima, foja 31), toda vez que ambos procesos se encontraban en 

trámites paralelos –documentos precisados en el considerando 1.6. de 

la presente resolución–. 

3.3.    Se aprecia así que lo resulto en la vía extrapenal, el diez de septiembre 

de dos mil dieciocho, se condice como un nuevo medio de prueba, 

pasible de revisión bajo la causal invocada, en conexión con las 

pruebas anteriormente apreciadas. 

Se  amparo en el fundamento jurídico previsto en el numeral 4 del 

artículo 439 del Código Procesal Penal, que se refiere a la circunstancia 

de que “sin con posterioridad a la sentencia se descubren hechos o medios de 

prueba, no conocidos durante el proceso, que solos o en conexión con las pruebas 

anteriormente apreciadas sean capaces de establecer la inocencia del 

condenado”. 
 

Tercero. Por lo tanto, le corresponde analizar a este Supremo Tribunal si 

la nueva prueba presentada por el procesado y admitida en la 

calificación resulta suficiente para: i) rescindir las sentencias 

condenatorias firmes y determinar la absolución de este, ii) motivar la 

celebración de un nuevo juicio oral o iii) descartar sus argumentos.  
 

§ III. Fundamentos fácticos y jurídicos de la condena impuesta 
 

Cuarto. Según la acusación fiscal (foja 160 del cuaderno de requerimiento 

fiscal de incoación a proceso inmediato), se atribuyó al demandante:  
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Haber omitido cumplir con su obligación alimentaria en el proceso judicial 

seguido en su contra por Andrea del Pilar Alvarado Robles y Jhan Carlos Alvarado 

Robles, sobre materia de alimentos, ante el Cuarto Juzgado de Familia de Lima, 

recaído en el Expediente número 00493-2003-0-1801-JR-FC-04, proceso judicial en 

el cual, en virtud de la Resolución Judicial número 55 (fojas 22/23), emitida con 

fecha del diecinueve de agosto de dos mil quince, el Juzgado arriba anotado 

aprobó la liquidación por concepto de intereses legales del periodo devengado 

en enero de 1991 a diciembre de 1992, como periodo de julio de 2004 a mayo 

de 2012, como los devengados e intereses legales del periodo de diciembre de 

2003 a agosto de 2012, ascendiente a la suma total de S/ 84 091.99, 

requiriéndosele al ahora acusado, dentro del tercer día, cumpla con pagar 

dicha suma, bajo apercibimiento de remitirse copias certificadas al Ministerio 

Público, a fin de que sea denunciado por el delito de omisión de asistencia 

familiar; lo cual se le notificó conforme se observa a fojas 28/29; posteriormente, 

después de algunos pagos por concepto de pensión alimenticia efectuados por 

el denunciado arriba anotado, se emitió la Resolución Judicial número 59, de 

fecha 16 de marzo de 2016 (foja 41), emitida por dicho Juzgado, y se le requirió al 

ahora acusado, por última vez, dentro del quinto día, cumpla con pagar la suma 

ascendente a S/ 82 941.99, que constituye el saldo restante por concepto de 

pensión alimenticia devengada aprobada con la Resolución número 55, bajo 

apercibimiento de ser denunciando por el delito de omisión de asistencia familiar, 

documento el cual se le notificó conforme se aprecia de foja 43. Finalmente, 

mediante Resolución número 60, emitida con fecha 23 de agosto de 2016, el 

mencionado Juzgado ordenó hacer efectivo el apercibimiento decretado 

conforme autos, remitiendo copias certificadas al Ministerio Público, a fin de que 

proceda con arreglo a sus atribuciones, por cuanto, pese a encontrarse 

válidamente emplazado, el imputado no ha cumplido con cancelar la suma 

indicada.  
 

Quinto. Por estos hechos, Alvarado García fue procesado y condenado 

por el Sexto Juzgado Penal Especializado en Procesos Inmediatos-Delitos 

de Flagrancia y otros previstos en el Decreto Legislativo número 1194 de 

la Corte Superior de Justicia de Lima, mediante la sentencia del siete de 

febrero de dos mil dieciocho (foja 97 del cuaderno de debate judicial), a un 

año y seis meses de pena privativa de libertad suspendida por igual 
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término bajo el cumplimiento de las siguientes reglas de conducta: “a) 

No variar de domicilio sin previo aviso al Juzgado, b) concurrir cada sesenta días a la 

oficina de control biométrico y dar cuenta de sus actividades y c) cumplir con el pago 

íntegro de las pensiones devengadas dentro de los seis meses de consentida la 

presente resolución”, y se fijó en S/ 2500 (dos mil quinientos soles) el monto de 

pago por concepto de reparación civil.  

 

Sexto. Contra dicha decisión, la actora civil interpuso recurso de 

apelación1 respecto al plazo concedido al condenado para cumplir 

con el pago íntegro de las pensiones devengadas, el que fue resuelto 

por la Tercera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de 

Justicia de Lima mediante la sentencia de vista del quince de mayo de 

dos mil dieciocho (foja 230), por medio de la cual se confirmó la venida 

en grado en el extremo del plazo fijado en seis meses otorgados al 

condenado para cumplir con el pago de las pensiones devengadas a 

favor de la parte agraviada. Y, en cuanto a la impugnación formulada 

por Alvarado García, se declaró inadmisible y quedó firme la sentencia 

impuesta de primera instancia.  

 

§ IV. Audiencia de revisión de sentencia 

 

Séptimo. Admitida la demanda, se dio el trámite correspondiente y se 

programó la audiencia de fondo de revisión, que se llevó a cabo de 

manera virtual el once de noviembre del año en curso, con la 

intervención del procesado Pío Juan Alvarado García, de su abogado 

defensor Rodrigo Isaac Paredes Lévano, así como de la fiscal suprema 

en lo penal Gianina Rosa Tapia Vivas, con los fundamentos expuestos 

(según consta en el acta correspondiente de la misma fecha). Concluida la 

audiencia, en la misma fecha y en sesión reservada, se procedió a la 

 
1 Cabe señalar que el demandante también impugnó, pero no concurrió a la 
audiencia de apelación respectiva, por lo que se declaró inadmisible su pedido, 
conforme se aprecia a foja 225 del cuaderno de debate.  
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deliberación y votación de la causa, tras lo cual se arribó por 

unanimidad a la decisión que será leída en la presente audiencia. 

 

§ V. Cuestiones previas 
 

Octavo. El tipo penal del delito de omisión de asistencia familiar, 

previsto en el artículo 149 del Código Penal, exige para su 

configuración los elementos típicos siguientes: 

i. Sujeto activo, que corresponde a la persona que se ve obligada al 

pago de una pensión de alimentos fijada en una sentencia previa. 

ii. Sujeto pasivo, que es la persona que tiene el derecho a que se le 

asista con la pensión de alimentos. 

iii. Situación típica, referida a una resolución que requiere el pago 

alimentario, que nominalmente corresponde a la resolución 

mediante la que se requiere al obligado el pago de un monto 

liquidado devengado. 

iv. Posibilidad psicofísica de realizar la conducta ordenada. 

v. No realización de la conducta ordenada materializada en el 

comportamiento omisivo que se traduce en el incumplimiento de 

la obligación alimentaria fijada en la resolución. 

vi. Finalmente, el sujeto debe obrar con dolo para la realización de 

los elementos del tipo objetivo, esto es, que conozca que está 

incumpliendo con la resolución que lo vincula con el pago 

alimentario. 

 

Noveno. Debe quedar claramente establecido que la protección 

jurídica que brinda el delito materia de autos en favor del alimentista 

no es exclusivamente por la falta de cumplimiento de las deudas 

alimentarias en sí, sino que adicionalmente comprende la falta de 

cumplimiento de una orden judicial que establece una deuda 

alimentaria previa liquidación, que compele al acusado con tal 
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obligación luego de ser requerido y bajo apercibimiento de ser 

denunciado por el delito de omisión de asistencia familiar.  

Es decir, resulta un requisito sine qua non tanto la existencia de una 

sentencia que determine al sujeto activo el pago de una pensión de 

alimentos como su liquidación y posterior resolución de aprobación de 

los alimentos devengados (debidamente aprobada) y que, tras su 

notificación válida, aquel no haya cumplido con su pago dentro del 

plazo establecido sin que medie justificación alguna.  

 

§ VI. Análisis del fondo 
 

Décimo. Corresponde por tanto, verificar como análisis de fondo la 

demanda de revisión de sentencia como límite al principio de 

seguridad jurídica y la inmutabilidad de la cosa juzgada, que se 

sustenta en la necesidad de preservar y consolidar los principios, bienes 

y valores constitucionales, tales como la verdad y justicia.  

Sin embargo, por encima del carácter inmutable de una sentencia 

que goza de cosa juzgada y  reconoce el valor de la justicia material, 

pues, se permite cuestionar una decisión judicial firme, eliminar su 

eficacia y asegurar un nuevo juzgamiento o pronunciamiento judicial 

sobre el mismo objeto.  

 

Undécimo. En ese orden, el ordenamiento jurídico procesal en forma 

taxativa tutela las demandas de revisión de sentencia que pueden 

sustentarse en causales de procedencia expresas y específicas, 

previstas en el artículo 439 del Código Procesal Penal. De este modo, 

se asegura un equilibrio entre el ejercicio del derecho a la tutela 

jurisdiccional de las personas condenadas injustamente y, a la vez, se 

garantiza una adecuada protección del principio de seguridad 

jurídica y la inmutabilidad de las decisiones que adquirieron la 

calidad de cosa juzgada. 
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Duodécimo. En el presente caso excepcional, se admitió la demanda 

de revisión de sentencia bajo el fundamento jurídico previsto en el 

numeral 4 del artículo 439 del Código Procesal Penal, que típicamente 

está referido a la nueva prueba. 

Al respecto, conforme a la doctrina mayoritaria, los conceptos de 

hechos nuevos o nuevos elementos de prueba son equivalentes y 

comprenden todos los hechos que por su desconocimiento no hayan 

podido ser alegados en el momento procesal oportuno antes de la 

sentencia definitiva, así como todo elemento de prueba que tampoco 

haya podido tomarse en cuenta ni haya sido valorado por el Tribunal 

que los evaluó.  

Asimismo, la categoría de nueva prueba no solo requiere de su 

obtención acreditativa  posterior a la sentencia de instancia, sino que 

debe tener suficiente fuerza probatoria para rescindir la valoración de 

las pruebas previas actuadas o, cuando menos, justificar la 

celebración de un nuevo juicio oral con estas.  

 

Decimotercero. En el caso de autos, se aprecia que se condenó al 

recurrente por el delito de omisión de asistencia familiar (previsto en el 

artículo 149 del Código Penal) a la pena de un año y seis meses de privación 

de libertad suspendida por el mismo plazo, condena que fue 

confirmada por la sentencia de vista expedido por la tercera sala penal 

de la corte superior de Lima de fecha quince de mayo del dos mil 

dieciocho, en razón de haber incumplido con los requerimientos 

dispuestos por el Juzgado de Familia de cumplir con el pago de 

pensiones alimenticias devengadas en el proceso de alimentos, 

practicadas previa liquidación a favor de la agraviada y sus dos hijos, 

pese a estar debidamente notificado (véase de fojas 42 a 45). Ello obligó al 

Juzgado a que, por Resolución número 60, del veintitrés de agosto de 
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dos mil dieciséis (foja 47), se resolviera remitir copias certificadas de las 

piezas procesales pertinentes a la fiscal provincial penal de turno, a fin 

de que procediera a formular la denuncia penal por el delito de omisión 

de asistencia familiar.  

 

Decimocuarto. Sin embargo, paralelamente al proceso penal 

tramitado en su contra por el cual fue sentenciado, el recurrente  

Alvarado García, mediante escrito del trece de diciembre de dos mil 

diecisiete, planteó al Juzgado de Familia la nulidad de la Resolución 

número 55, del diecinueve de agosto de dos mil quince, que requirió el 

pago de los alimentos devengados con el apercibimiento de ley, 

pedido que fue declarado improcedente  en primera instancia por el 

Juzgado mediante la resolución del cuatro de enero de dos mil 

dieciocho.  

Ante esta denegatoria, ejerciendo su derecho a la pluralidad de 

instancias, interpuso  recurso de apelación, el que fue concedido y 

elevado a la Primera Sala Especializada de Familia de Lima de la Corte 

Superior de Justicia de Lima, que mediante la resolución de vista N° 04, 

del diez de septiembre de dos mil dieciocho (foja 268 del cuaderno de 

debate) declaró improcedente su pedido de nulidad y, reformándola, 

de oficio, declaró nula la Resolución número 55, del diecinueve de 

agosto de dos mil quince, que aprobó la liquidación de pensiones y 

devengados; y ordenó que la jueza de dicha causa emitiera una 

nueva resolución2.  

 

Decimoquinto. En virtud de la resolución de vista favorable que obtuvo 

por el cual se anuló de oficio tanto la liquidación de alimentos como el 

 
2 Para ello se sustentó en que la liquidación no tomó en cuenta que la agraviada 
Andrea del Pilar Alvarado Robles cumplió veintiocho años de edad el doce de 
noviembre de dos mil diez y no en el año dos mil once, y se realizó un cálculo 
erróneo de los devengados sobre dicha base.  



                                                         

 10 
 

  CORTE SUPREMA  
  DE JUSTICIA  
  DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  REV. DE SENT. NCPP N.° 154-2019 
  LIMA 
 

requerimiento dispuesto por el juzgado de familia en la Resolución 

número 55, del diecinueve de agosto de dos mil quince, con lo que 

justifico su pretensión de revisión como nueva prueba.  

Ahora corresponde analizar la pertinencia de dicha prueba adjuntada 

por el demandante, para verificar si en efecto tiene la calidad de 

prueba nueva, propiamente. Al respecto, resulta evidente que en el 

caso de autos, al momento de la emisión de la sentencia de primera 

instancia (del siete de febrero de dos mil dieciocho) y ratificada con la 

sentencia de vista (del quince de mayo de dos mil dieciocho), aún no se 

había emitido la nueva decisión del fuero civil que anulaba la 

liquidación de los alimentos devengados practicados, así como el 

subsecuente mandato de requerimiento con el apercibimiento 

dispuesto del pago de estos. Precisando que dicha resolución 

anulatoria  la obtuvo recién el diez de septiembre de dos mil 

dieciocho, esto es, cuatro meses después de la sentencia 

condenatoria. 

Por lo tanto, desde el punto de vista formal, el demandante no tenia, ni 

pudo presentar dicho nuevo medio de prueba (resolución judicial) a las 

instancias de juzgamiento en su debida oportunidad por cuanto esta 

decisión la obtuvo en  fecha posterior de la condena impuesta, lo cual lo 

habilita a pedir la revisión de la misma.  

 

Decimosexto. Ahora bien, como se señaló previamente, se aprecia que 

la decisión judicial que establece la pensión de alimentos que deberá 

abonar el demandante no es aquella que motiva (ante su incumplimiento) 

la comisión del delito materia de autos, sino que se requiere para ello la 

existencia y aprobación de una liquidación de alimentos devengados y 

que deban ser requeridos al obligado para su cumplimiento. Siendo así, 

recién con el incumplimiento de este requerimiento se habrá 

configurado el delito de omisión de asistencia familiar.  
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Como se aprecia de autos, la aprobación de la pensión de 

devengados que debía pagar Alvarado García se dio con la 

Resolución número 55, del diecinueve de agosto de dos mil quince, 

tras lo cual se le requirió hasta en dos oportunidades mediante las 

Resoluciones signadas con los números 56 y 59, del treinta de 

septiembre de dos mil quince y el dieciséis de marzo de dos mil 

dieciséis, respectivamente, las cuales claramente no cumplió, por lo 

que se remitieron los actuados al Ministerio Público para el inicio del 

proceso penal. 

 

Decimoséptimo. Empero, la problemática se genera debido a que, en 

forma paralela a la tramitación de la presente causa penal, la Primera 

Sala Especializada de Familia de la Corte Superior de Justicia de Lima 

expidió la resolución de vista No. 04, del diez de septiembre de dos mil 

dieciocho (adjuntada como nuevo medio de prueba), con la cual se declaró de 

oficio nula precisamente la Resolución número 55, del diecinueve de 

agosto de dos mil quince, que generó los requerimientos, y los posteriores 

que (ante su incumplimiento) motivó la remisión de copias al Ministerio Público 

y el subsecuente inicio del proceso penal por el delito instruido y  condena 

impuesta. 

 

Decimoctavo. Por consiguiente, desde el punto de vista sustancial, 

sobre la incidencia de la nueva prueba para el caso de autos, se 

deriva a partir de la Resolución número 55, del diecinueve de agosto 

de dos mil quince, y los demás actos procesales que fue declarada 

nula y por consiguiente las demás resoluciones incluso de aprobación 

de liquidación de alimentos, cuyo efecto jurídico es que se vuelva a 

emitir una nueva liquidación de pensiones devengadas.  

Por lo tanto, todos los actos posteriores a ella, tales como las 

resoluciones que requieren al demandante para el pago de los 
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devengados bajo apercibimiento e incluso la resolución que remite 

copias certificadas al Ministerio Púbico para que sea denunciado por 

el delito de omisión de asistencia familiar, también devienen en nulos e 

insubsistentes, y pierden eficacia. 

Con ello, se produjo el vicio de nulidad de fondo  en el trámite penal a 

nivel fiscal y judicial, al no existir un requerimiento válido del órgano de 

justicia civil-familiar que le exija al demandando el cumplimiento y pago 

alguno de las pensiones devengadas, y no interesa que este se haya 

negado o no a cumplir pese a ser requerido legalmente para ello.  

De lo expuesto no se habría cumplido con la existencia de uno de los 

requisitos exigidos y necesarios para la calificación y configuración del 

delito de omisión de asistencia familiar, por lo que, ante esta nueva 

situación procesal generada  con la nueva prueba aportada, en 

aplicación del artículo 444 del código procesal Penal, corresponde  

absolver de los cargos generados por la presente causa y declarar sin 

valor dichas sentencias condenatorias.  

 

Decimonoveno. Al haberse decretado su absolución, también 

corresponde revisar su situación jurídica actual de Alvarado García 

como consecuencia de la sentencia condenatoria impuesta, en la 

que se aprecia lo siguiente: 

19.1. En vía de ejecución de sentencia, a pedido de los agraviados se 

aprecia que solicitaron la revocatoria de la condicionalidad de 

la pena impuesta al demandante; pedido que fue admitido por 

el titular de la acción penal mediante el dictamen del veintiuno 

de diciembre de dos mil dieciocho (foja 319).  

19.2. En virtud de ello, y previa audiencia única de requerimiento de 

revocatoria de régimen de prueba (foja 375), del veintisiete de 

marzo de dos mil diecinueve, y se emitió la Resolución número 30 

de la misma fecha, que declaró fundado tal pedido y dispuso 
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que la pena impuesta al demandante con carácter suspendido 

adquiera la condición de efectiva. 

19.3. Por ello, mediante el Oficio número 01016-2017-0-1826-JR-PE-05, 

del veintisiete de marzo de dos mil diecinueve (foja 378), se 

dispuso el internamiento de Alvarado García. 

En tal sentido, que este tiene la condición de interno y viene purgando 

condena impuesta por alimentos devengados. Sin embargo, al 

haberse anulado la liquidación practicada y, en consecuencia, las 

resoluciones posteriores del Juzgado de Familia que aprobaron y 

disponían su cumplimiento, por resolución de vista N° 04, de la Primera 

Sala Especializada de Familia de la Corte Superior de Justicia de Lima 

del diez de septiembre de dos mil dieciocho, con lo que se habilitó y 

motivó la interposición de la presente demanda de revisión de 

sentencia, cuya consecuencia es la absolución de la condena 

impuesta en su contra.  

Ello determina también resolver y disponer la inmediata libertad del 

demandante Pío Juan Alvarado García por no existir resolución válida 

que justifique su permanencia en el penal, esto, siempre y cuando no 

tenga otra disposición con mandato de detención. 
 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los jueces integrantes de la Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República: 

I. DECLARARON FUNDADA la demanda de revisión de sentencia  

interpuesta por el condenado Pío Juan Alvarado García contra 

sentencia de vista del quince de mayo de dos mil dieciocho, que 

confirmó la de primera instancia del siete de febrero de dos mil 

dieciocho, que lo condenó como autor del delito contra la 

familia-omisión de asistencia familiar, en perjuicio de Jhan Carlos 

Alvarado Robles y Andrea del Pilar Alvarado Robles, a un año y 
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seis meses de pena privativa de libertad suspendida por el mismo 

término bajo el cumplimiento de reglas de conducta (entre ellas, 

cumplir con el íntegro del pago de las pensiones devengadas) y fijó en        

S/ 2500 (dos mil quinientos soles) el monto de pago por concepto de 

reparación civil a favor de cada uno de los agraviados. 

II. DECLARARON SIN VALOR las sentencias de primera y segunda 

instancia señaladas precedentemente, de conformidad con el 

numeral 1 del artículo 444 del Código Procesal Penal; y, 

ABSOLVIERON a Pío Juan Alvarado García de la acusación fiscal 

en su contra por el delito contra la familia-omisión de asistencia 

familiar, en perjuicio de Jhan Carlos Alvarado Robles y Andrea del 

Pilar Alvarado Robles, por lo que deben anularse sus 

antecedentes generados por la presente causa. 

III. ORDENARON su inmediata libertad, para lo cual se deberán cursar 

los oficios pertinentes a las autoridades penitenciarias, siempre y 

cuando no exista en su contra orden o mandato de detención 

emanado de autoridad competente; y se habrá de oficiar a las 

entidades respectivas para efectivizar lo decidido.  

IV. DISPUSIERON LA LECTURA de la presente ejecutoria suprema en 

audiencia pública.  

V. PUBLÍQUESE en la página web del Poder Judicial, notifíquese a las 

partes personadas para su conocimiento y devuélvase todo lo 

actuado al Juzgado de origen para los fines correspondientes. 

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO 

FIGUEROA NAVARRO 

CASTAÑEDA ESPINOZA 

SEQUEIROS VARGAS 

COAGUILA CHÁVEZ 

CE/ran     
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Aclaración de sentencia de revisión 
Mediante sentencia de revisión de la 
fecha se dispuso ordenar la libertad del 
recurrente en atención a la absolución 
dispuesta como consecuencia de 
haberse declarado sin valor las 
condenatorias impuestas, en base a los 
documentos adjuntas al expediente.  
Sin embargo, en la fecha se tomó 
conocimiento que el referido 
sentenciado absuelto, se encuentra en 
libertad, por lo que dicho extremo de la 
sentencia deberá dejarse sin efecto.  

 

Lima, veinticinco de noviembre de dos mil veinte 

 

 AUTOS: estando a la audiencia de lectura 

de sentencia de la presente fecha, en la que se verificó la presencia 

física del recurrente Pío Juan Alvarado García en las oficinas de su 

abogado defensor Rodrigo Isaac Paredes Lévano. 

 

CONSIDERANDO 

 

Primero. Mediante ejecutoria suprema de la presente fecha, se resolvió 

declarar: i) FUNDADA la demanda de revisión de sentencia  interpuesta por el 

condenado Pío Juan Alvarado García contra sentencia de vista del quince de mayo 

de dos mil dieciocho, que confirmó la de primera instancia del siete de febrero de 

dos mil dieciocho, que lo condenó como autor del delito contra la familia-omisión de 

asistencia familiar, en perjuicio de Jhan Carlos Alvarado Robles y Andrea del Pilar 

Alvarado Robles,   y los demás que contiene  DECLARAR  ii) SIN VALOR las sentencias 

de primera y segunda instancia señaladas precedentemente, de conformidad con 

el numeral 1 del artículo 444 del Código Procesal Penal; y, ABSOLVIERON a Pío Juan 

Alvarado García de la acusación fiscal  por el delito en referencia.  Y ordenando su 

libertad.  

 

Segundo. Que si bien en el considerando jurídico decimonoveno se 

estableció (conforme a los documentos adjuntados al expediente judicial y 
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cuadernillo formado en esta Instancia Suprema), que con fecha veintisiete de 

marzo de dos mil diecinueve, se emitió la resolución número 30, que en 

vía de ejecución de sentencia, declaró fundado el pedido de 

revocatoria de suspensión de pena contra el recurrente y dispuso su 

efectividad con las ordenes de internamiento correspondientes 

(materializada con el Oficio N.° 01016-2017-0-1826-JR-PE-05, del veintisiete de marzo de 

dos mil diecinueve obrante a foja 378). 

 

Tercero. Por tal motivo, estando a la condición jurídica de reo, en base 

a los documentos anexados al cuaderno de revisión, se dispuso en la 

ejecutoria materia de la presente revisión de sentencia, adicionalmente 

a su absolución de la acusación fiscal, su inmediata libertad (salvo que no 

exista otro mandato en su contra que así lo disponga). 

 

Cuarto. Sin embargo, en la audiencia de lectura de la presente 

sentencia, se apreció mediante el sistema de videoconferencia la 

presencia física del recurrente Pío Juan Alvarado García en las oficinas 

de su abogado defensor para escuchar la lectura del mismo que se 

dictó en su favor.  

En mérito a ello se solicitó el informe correspondiente a Secretaria de la 

presente Sala Penal Permanente, quien, tras realizar la solicitud 

respectiva por el Sistema de Información Web del Instituto Nacional 

Penitenciario, informó que el recurrente egresó del centro penitenciario 

con fecha veintiséis de septiembre de dos mil veinte (por cumplimiento de la 

pena impuesta).  

 

Quinto. Por lo tanto, resulta evidente que la disposición de esta Sala 

Suprema en la sentencia de revisión que se ordenaba su inmediata 

libertad, carece de efectos jurídicos debido a su actual y evidente 
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condición de estar en  libertad, por lo que deberá dejarse sin efectos  

párrafo pertinente de la parte resolutiva de dicha sentencia  de revisión.  

 

DECISIÓN 

 

Por estos fundamentos, los jueces integrantes de la Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República: 

DEJAR SIN EFECTO el tercer párrafo de la parte resolutiva de la 

sentencia de revisión del veinticinco de noviembre de dos mil veinte 

que ordenó la inmediata libertad del recurrente (para lo cual se deberán 

cursar los oficios pertinentes a las autoridades penitenciarias, siempre y cuando no 

exista en su contra orden o mandato de detención emanado de autoridad 

competente; y se habrá de oficiar a las entidades respectivas para efectivizar lo 

decidido). DISPUSIERON notificar la presente a todas las partes 

apersonadas y al todo lo Juzgado de origen para los fines 

correspondientes. 

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO 

FIGUEROA NAVARRO 

CASTAÑEDA ESPINOZA 

SEQUEIROS VARGAS 

COAGUILA CHÁVEZ 

CE/ran     
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AUTO DE CALIFICACIÓN DE RECURSO DE CASACIÓN 

Lima, quince de marzo de dos mil diecinueve 

VISTOS: el recurso de casación interpuesto 

por los abogados de Víctor Roberto Franco Álvarez contra la sentencia 

de vista emitida el diecisiete de mayo de dos mil dieciocho por los 

señores jueces que integran la Tercera Sala Penal de Apelaciones de la 

Corte Superior de Justicia de Lima, que confirmó la sentencia de 

primera instancia que lo condenó como autor del delito contra la 

familia-omisión a la asistencia familiar, en agravio de la menor de 

iniciales V. R. F. G. En consecuencia, le impuso la pena de un año de 

privación libertad suspendida en su ejecución y fijó en S/ 5000 (cinco mil 

soles) el monto de pago por concepto de reparación civil.  

Intervino como ponente el señor juez supremo Sequeiros Vargas. 

CONSIDERANDO 

Primero. Procedencia del recurso de casación 

1.1. El artículo 427 del Código Procesal Penal –en adelante NCPP– 

establece los requisitos para determinar la procedencia de un 

recurso de casación.  

1.2. La norma mencionada prevé dos tipos: la casación ordinaria y la 

excepcional. Esta última se halla regulada en su inciso 4, cuyo 

texto señala: “Excepcionalmente, será procedente el recurso de casación 

en casos distintos de los arriba mencionados, cuando la Sala Penal de la Corte 

Suprema, discrecionalmente, lo considere necesario para el desarrollo de la 

doctrina jurisprudencial”. 

Delito de omisión a la asistencia familiar 

La capacidad económica del sujeto 
obligado al cumplimiento de la prestación 
alimentaria constituye: i) un presupuesto para 
fundamentar y determinar la pena, y ii) una 
circunstancia de atenuación. 
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1.3. La discrecionalidad de la Corte Suprema se encuentra sujeta a la 

exigencia prevista en el inciso 3 del artículo 430 del NCPP, que 

señala lo siguiente:  

Si se invoca el numeral cuatro del artículo cuatrocientos veintisiete, sin 

perjuicio de señalarse y justificarse la causal que corresponda, conforme al 

artículo cuatrocientos veintinueve, el recurrente deberá consignar 

adicional y puntualmente las razones que justifican el desarrollo de la 

doctrina jurisprudencial que pretende. En este supuesto, la Sala Penal 

Superior, para la concesión del recurso, sin perjuicio de lo dispuesto en el 

numeral anterior. 

1.4. Bajo los estándares de las normas antes mencionadas, se debe 

evaluar el planteamiento postulado. 

Segundo. Análisis jurisdiccional  

2.1. El casacionista no precisó las materias para el desarrollo de la 

doctrina jurisprudencial que pretende ni su fundamentación 

debida. Así, incumplió con la exigencia prevista en el apartado 

1.3. de la presente ejecutoria. 

2.2. En la fundamentación de su escrito de casación, menciona los 

errores de derecho en los que habrían incurrido los Tribunales 

ordinarios al determinar la configuración del tipo penal de omisión 

de la asistencia familiar. Asimismo, cuestiona la omisión de la Sala 

Superior para evaluar su capacidad económica y su estado de 

salud, a efectos de exigirle el cumplimiento del pago mensual de 

la suma de S/ 1800 (mil ochocientos soles) por concepto de alimentos. 

Sin embargo, los argumentos que expresa se enmarcan en la 

sustentación de los motivos casacionales que invocó, previstos en 

los incisos 1 y 2 del artículo 429 del NCPP. 

2.3. La sustentación de los motivos casacionales no implica, ipso iure, 

el cumplimiento del requisito de procedibilidad exigido en el inciso 

4 del artículo 427 del NCPP. Si el impugnante no precisa las 
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materias cuyo desarrollo estima necesario para la Corte Suprema 

ni las fundamenta, el recurso deviene en inadmisible. 

2.4. Sin emitir un pronunciamiento sobre el fondo de la materia que se 

propone, debemos expresar que el solo cuestionamiento a la 

capacidad económica del procesado para evaluar su 

responsabilidad en la comisión del tipo penal de omisión a la 

asistencia familiar no constituye una causa que determine su 

atipicidad, lo exima de responsabilidad o excluya su culpabilidad1 

por las siguientes razones: 

a. El tipo penal de omisión de asistencia familiar es una forma de

desobediencia a la autoridad judicial que determinó el pago

de una pensión de alimentos.

b. El debate y evaluación de la capacidad de pago para la

determinación del quantum de la pensión se efectúa en la vía

civil, en la que se tramita un proceso sumario y se concede el

traslado al sujeto obligado para acreditar las deficiencias que

tendría para cumplir con el monto de la pensión solicitada por

la demandante.

c. La sede penal se avoca al procesamiento de estos casos

cuando se configura la lesión al bien jurídico2 y ante la

desobediencia expresa al requerimiento que formuló la

autoridad judicial que sitúa como vulnerable a quien es

beneficiado con los alimentos que determinó la autoridad. Las

causas sobrevinientes que determinen el incumplimiento de la

1 Aun cuando concurra la posibilidad o alternativa del sujeto a obrar de un modo 
diferente, el juez deberá evaluar la conducta del imputado en pro del 
cumplimiento con la manutención del hijo alimentista. 
2 El bien jurídico es entendido como la condición imprescindible para que las personas 
podamos desarrollarnos libremente en sociedad. En: MEINI MÉNDEZ, Iván. Lecciones de 
derecho penal. Parte general. Teoría jurídica del delito. Lima: PUCP, 2014. 



 CORTE SUPREMA   SALA PENAL PERMANENTE 
 DE JUSTICIA        CASACIÓN N.° 1496-2018 
 DE LA REPÚBLICA  LIMA 

4 

pensión alimenticia también tendrían que ser evaluadas en 

sede civil; y, luego de la actividad probatoria y suficiencia de 

argumentos, se reducirán, mantendrán o incrementarán. 

d. La justicia penal, luego de la comunicación oficial respecto al

incumplimiento del pago de la pensión de alimentos, no es la

idónea para una en la que se analice la situación económica

del imputado y revocar o dejar sin efecto un fallo expedido en

sede civil, salvo imposibilidad material de hacerlo, la cual no

fue probada durante juicio.

e. Por tanto, a nivel de la jurisdicción penal, las alegaciones

como las ahora propuestas por el casacionista –capacidad

económica del imputado– se evaluarán al momento de

determinar la pena. Así consta en los siguientes preceptos de

la Parte General del Código Penal:

- El literal a del artículo 45, que prevé como presupuesto para

fundamentar y determinar la pena las carencias sociales

que hubiese sufrido el agente, o el abuso de su cargo,

posición económica, formación, poder, oficio, profesión o

la función que ocupe en la sociedad.

- El literal d del inciso 1 del artículo 46, que establece como

circunstancia de atenuación de pena la influencia de

apremiantes circunstancias personales o familiares en la

ejecución de la conducta punible.

Tercero. Costas 

Como consecuencia de la decisión adoptada, corresponde imponer 

al accionante el pago de costas, conforme lo estipula el inciso dos 

del artículo quinientos cuatro del Código Procesal Penal cuyo texto 

señala: Las costas serán pagadas por quien interpuso un recurso sin éxito o se

desistió de su prosecución.  
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DECISIÓN 

Por ello, los integrantes de la Sala Penal Permanente de la Corte 

Suprema de Justicia de la República: 

I. DECLARARON NULO el concesorio, e INADMISIBLE el recurso de

casación interpuesto por los abogados de Víctor Roberto Franco

Álvarez contra la sentencia de vista emitida el diecisiete de mayo de

dos mil dieciocho por los señores jueces que integran la Tercera Sala

Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Lima, que

confirmó la sentencia de primera instancia que lo condenó como

autor del delito contra la familia-omisión a la asistencia familiar, en

agravio de la menor de iniciales V. R. F. G. En consecuencia, le

impuso la pena de un año de privación de libertad suspendida en su

ejecución y fijó en S/ 5000 (cinco mil soles) el monto de pago por

concepto de reparación civil.

II. IMPUSIERON al recurrente el pago de las costas procesales y

ORDENARON su ejecución al juzgado de origen.

III. DISPUSIERON que se transcriba la presenta ejecutoria al Tribunal

Superior. Hágase saber a las partes procesales personadas en esta

Sede Suprema.

Ss. 

SAN MARTÍN CASTRO 

FIGUEROA NAVARRO 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

SEQUEIROS VARGAS 

CHÁVEZ MELLA  

IASV/WHCh 
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DELITO DE INCUMrllMIENTO oe OBLIGACIÓN ALIMENTARIA 

rUSCRll'CIÓN DE LA ACCIÓN PENAL: 

Sumilla. Lo prescripción de lo acción penal es una 
causa de extinción de la responsabilidad criminal 
que opera limitando el ejercicio del ius puníendi

jfacultod sancionadora) del Estado como 
consecuencia del transcurrir del tiempo, es decir 
extingue la posibilidad de investigar un hecho 
criminal y, con él, lo responsabilidad del supuesto 
autor o autores del mismo. 

Urna, trece de setiembre de dos mil dieciocho

VISTO: el recurso de nulidad, interpuesto por
/ í el sentenciado FéLIX ENRIQUE MINAYA B1sso, contra la sentencia de vista del trece de

¿,' febrero de dos mil diecisiete emitida por lo Cuarta Sala Penal de la Corte Superior
de Justicia del Callao, que confirmó la sentencia del veinticinco de julio de dos mil
dieciséis, que lo condenó como autor del delito contra la familia, omisión de
asistencía familiar, en la modalidad de incumplimiento de obligación alimentaria,
en agr\lvJo- de Alessandra Stefania Minaya Salcedo: a cuatro años de pena

_/�pri.;dtÍva de liberiad efectiva y el pago de mil soles por concepto de reparación
, civ; a favor de la agraviada: ello, sin perjuicio de abonar lo correspondiente por

���ones devengadas.

Intervino como ponente la señora jueza suprema Pacheco Huancas.

RIMERO. ANTECEDENTES 
. . _ ·:.· ·  . 

. . . . 

CONSIDERANDO 

Es =:.materia· · de pronunciamiento, el recurso de nulidad, descrito en la parte
introductoria de la presente resolución, en virtud a que mediante ejecutoria·
suprema de cinco de diciembr� de dos mil diecisiete -páginas quinient?s lreinta y uno a

quinientos treinla y seis- la Segunda Sala Penal Transitoria de esta Suprema Corte,
declaró fundado el recurso de queja excepcional interpuesto por e

. l 
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RECURSO DE NULIDAD N.º 1372-2018 

CALLAO 

?ODER JUDICIAL 

Félix Enrique Minaya Bisso, al ordenar' que la Sala Penal Superior, conceda el 
' 

' 

recurso de nulidad antes mencionado. 

SEGUNDO. HECHOS IMPUTADOS 

Se atribuyó a Félix Enrique Minaya Bisso, que el nueve de enero de mil novecientos 

noventa y seis, el Juzgado del Niño y Adolescente del Callao, emitió sentencia al 

declarar fundada la demanda de alimentos interpuesta por Nancy Raquel 

Salcedo Figueroa, contra el encausado, ordenándole a este último acudir con una 

pensión alimenticía mensual a favor de su menor hija Alessandra Stefania Minaya 

Salcedo, en la suma de ciento cincuenta soles. Sin embargo, como el demandado 

no cumplió con lo ordenado se efectuó la liquidación de pensión de alimentos 

devengados, monto que asciende a mil ciento treinta y seis soles, con sesenta y 

nueve céntimos; lo que corresponde al periodo de agosto de dos mil ocho a 

febrero de dos mil nueve y setecientos setenta y cinco soles con noventa y tres 

céntimos, correspondiente al periodo de setiembre de dos mil diez a enero de dos 

mil once. Por ello, fue necesario requerirle dicho pago, bajo apercibimiento de ser 

denunciado por el delito de omisión a la asistencia familiar, conforme es de verse 

lución número ciento seis del veintisiete de junio de dos mil doce, que 

fue debidamente notificada -ver páginas diecinueve y veinte-; sin embargo, pese 

� ello no cumplió con realizar el pago exigido, por lo que se hizo efectivo el 

percibimiento decretado. 

TERCERO. CALIFICACIÓN DEL DELITO MATERIA DE CONDENA 

El delito contra la familia, omisión de asistencia familiar en la modalidad de 

incumplimiento de obligacíón alimentaria, se encuentra previsto en el primer 

párrafo, del artículo ciento cuarenta y nueve, del Código Penal, que prescribe: "El 

!_:lue omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una 

re lución judicial será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres 

años, o con prestación de servicio comunitario de veinte 

jornadas, sin perjuicio de cumplir el mandato judicial". 

2 
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CUARTO. FUNDAMENTOS DEL TRIBUNAL SUPERIOR 
El Colegiado Superior sustentó la cÓnfirmación del fallo condenatorio de Félix 

Enrique Minaya Bisso, bósicamente porque a pesar de los requerimientos realizados 

para que el sentenciado cumpla con el pago de pensiones alimenticias 

devengadas, este incumplió dichos pagos devengados. Por lo que está 
---.l 

uficientemente acreditado que el encausado pese a tener pleno conocimiento 

e su obligación alimentaria. no ha cumplido. 

QUINTO. FUNDAMENTOS DEL RECURSO DE NULIDAD-AGRAVIOS 
El encausado Félix Enrique Minaya Bisso reclama en su recurso de nulidad -póginas

cuatrocientos ochenta y uno a cuatrocientos ochenta y tres- que todo lo actuado resulta 

nulo, pues la presunta agraviada nació el dos de mayo de mil novecientos 

noventa y cuatro, por lo que al emitir el auto de enjuiciamiento tenía diecinueve 

años de edad y no se trata de alimentos de una menor de edad, por lo que 

solicita declarar la nulidad de todo lo actuado y ordenar el archivo del proceso; 

ello, de conformidad al artículo cuatrocientos setenta y tres del código civil, 

referido a que el mayor de edad solo tiene derecho a alimentos cuando no se 

encuentra en aptitud de atender su subsistencia. 

SEXT . FUNDAMENTOS DEL SUPREMO TRIBUNAL 
punto de partida para analizar la sentencia de mérito, es el principio de 

impugnación limitada que fija los límites de revisión por este Supremo Tribunal; en 

/ cuya virtud, se reduce al ámbito de la resolución. únicamente a las cuestiones 

promovidas en el recurso aludido, las que configuran. en estricto, la denominada 

competencia recurso! del órgano de alzada. 

SÉTIMO. En el caso, la impugnación del recurrente, no cuestiono la materialidad 

1 delito; la misma · que por demás está acreditada con los documentos 

tes: i) copio certificada de la sentencia del nueve de enero de mil 

· novecientos noventa y seis -páginas diez a once- por la cual el Juzgado del Niño y

Adolescente del Callao, declaró fundada en parte la demanda y ordenó que el
· .. 

ahorq/encausado, acuda con una pensión alimenticia a favor de su menor hlja

·.· >•;,f 11 3 �
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Alessandra Stefonia Minaya Salcedo con ui:a pensión alimenticia mensual de 
ciento cincuenta soles; 11) copia' certificada de la Resolución número ciento seis del 
veintisiete de junio de dos mil doce -página diecisiele- por la cual se requiere al 
procesado el pago de las pensiones alimenticias devengadas ascendentes a mil 
ciento treinta y seis soles con sesenta y nueve céntimos por el periodo de agosto 

e dos mil ocho a febrero de dos mil nueve y de setecientos setenta y cinco soles y

noventa y tres céntimos por el periodo de setiembre de dos mil diez a enero de 
dos mil once, bajo apercibimiento de formular denuncia penal; 111) copia 
certificada del aviso de notificación -páginas diecinueve y veinte- por cual se notifica al 
encausado la Resolución número ciento seis, con fecha veinticuatro de julio de 
dos mil doce; y, iv) copia certificada de la resolución ciento nueve de tres de 
agosto de dos mil doce -pógíno veinticinco- notificada debidamente al encausado 
-página veintisiete- y por la cual se dispone remitir copias certificadas al Ministerio
Público para que se procesa con la denuncia correspondiente.

OCTAVO. Así, el motivo de agravio, se centra en sostener que no le corresponden 
a la agraviada, pensiones alimenticias por ser mayor de edad; ello, en virtud del 

artículo cuatrocientos setenta y tres del Código Civil. 

N,OVENO. En principio debemos indicar, que el delito de incumplimiento de 
estación de alimentos, es de comisión inmediata, y de naturaleza permanente; 

/ es decir, su consumación se da en un solo momento -luego de la notificación de la

resolución qve requiere el pago de las pensiones alimenticias, bajo opercíbiendo de remisión de 

copias certificadas al Ministerio Público-: ello, indistintamente de que los efectos duren en 
el tiempo. 

DÉCIMO. Conforme a ello, en atención a la fecha en la que el encausado tomó 
nocimlenfo del requerimiento de pago de las pensiones alimenticias 

dev godas -veinticvatro de julio de dos mil doce- corresponde verificar, antes de emítir 
un pronunciamiento de fondo, si ha operado o no el plazo de prescripción de la 
acción penal; ello. de cara al tipo penal materia de acusación y� 
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DECIMOPRIMERO. Así, la prescripción de la ac�ión penal es una causa de extinción 
de la responsabilidad criminal· que opera limitando el ejerc icio del ius puniendi

(facultad sancionadora) del Estado, como consecuencia del transcurrir del tiempo, 
es decir, extingue la posibilidad de investigar un hecho criminal y, con él, la 

----.i�sponsabilidad de! supuesto autor o autores del mismo. 

DECIMOSEGUNDO. Así lo estableció nuestro Tribunal Constitucional, en numerosa 
jurisprudencia: "( ... ] ta prescripción, desde un punto de vista general, es la 
institución jurídica mediante la cual. por el transcurso del tiempo, la persona 
adquiere derechos o se libera de obligaciones. Y, desde la óptica penal, es una 

:;/ causa de extinción de ta responsabilidad criminal fundada en !a acción del tiempo 
sobre los acontecimientos humanos o en la renuncia del Estado al ius puníendi,

(facultad sancionadora) bajo el supuesto de que el tiempo transcurrido borra los 
efectos de la infracción, existiendo apenas memoria social de ella. Dicho de otro 
modo, en una Norma Fundamental inspirada en el principio favor hombre, la ley 
penal material otorga a la acción penal una función preventiva y resodalizadora, 

en la cual el Estado autolimifa su potestad punitiva; orientación que se funda en la 
a de que, pasado cierto tiempo. se elimine toda incertidumbre jurídica y 

se abandone el castigo de quíen lleva mucho tiempo viviendo honradamente, 
"con grando de esta manera el principio de seguridad jurídica" 1

• 

DECIMOTERCERO. En cuanto a la relación de la prescripción con la justicia 
constitucional, señaló en la misma sentencia, que: "[ ... ] la prescripción de la 
acción penal tiene relevancia constitucional, toda vez que se encuentra 
vinculada con el contenido del derecho al plazo razonable del proceso, el cual 
forma parte del derecho fundamental al debido proceso.[ ... ]". 

ECIMOCUARTO. En la misma línea, esta Suprema Corte, estableció en el Recurso 
ulidad N.º 2944-2009-Lima, del veintiséis de enero de dos mil once, en su 

fundamento tercero, que: "[ ... ] la prescripción supone la renuncia del Estado a su 

1 STC Expediente N.º 02407-201 l-PHC/TC, del diez de agosto de dos mil �aso José
Rafael Blossiers Mazzíni, fundamentos dos. 

�
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potestad punitiva en aras de satisfacer inten�ses de política criminal o rientados a 

lograr la paz social y a! reconocimiento de la plena vigencia de los derechos 

fundamentales del imputado, los que quedan sujetos a cierta restricción con la 

v encia de la acción penal y con las actuaciones de las autoridades del control 
----l

p nal destinadas a concretar la pena en el presente caso. En tal sentido, su 

fu damento está vinculado a la prescripción de la persecución penal por tiempo 

indefinido, proplo de un Estado Constltucionaf de Derecho como el que nos rige, 

esto de conformidad con los artículos ochenta y ochenta y tres parte in fine del 

Código Penal.[ ... ]". 

DECIMOQUINTO. Conforme lo anotado, los artículos ochenta y ochenta y tres del 
r/
/ Código Penal, regulan los plazos de prescripción en sus modalidades ordinaria y 

extraordinaria; siendo que en la primera, la acción penal prescribe en un tiempo 

igual al máximo de la pena fijada por la ley para el delito, si es privativa de libertad; 

y, en la segunda, la acción penal prescribe cuando el tiempo transcurrido 

sobrepasa en una mitad al plazo ordinario de prescripción. 

Para los efectos de la prescripción en relación al delito de 

de obligación alimentaria, establecido en el primer párrafo del 

ulo ciento cuarenta y nueve del Código Penal, se debe tomar en cuenta, que 

trata de un delito de comisión instantánea pero de efectos permanentes; para 

ello, conforme se verifica de los actuados el delito atribuido o Félix Minaya Bisso, se 

consumó cuando este tomó conocimiento de la resolución por la cual se le 

requiere el pago de las pensiones alimenticias devengadas, bajo apercibimiento 

de remitirse las copias correspondientes al Ministerio Público. 

.. DECIMOSÉTIMO. En el caso. dicho requerimiento se dispuso en la Resolución número 

ciento seis del veintisiete de junio de dos mil doce -página diecisiete- y fue notificada 

a ecurrente el veinticuatro de julio de dos mil doce, conforme aparece del cargo 

de notificación de página veintiuno. No obstante, en dicha resolución, se le otorgó 

el plazo de tres días para el cumplimiento del pago; es decir, el delito de 

incumplimiento de obligación alimentaria, respecto a las pensiones devengadas 

� 
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correspondientes a ros periodos de agosto d� dos mil ocho a febrero de dos mil 
nueve y de setiembre de dos mil diez a enero de dos mil once, se consumó el 
veintisiete de julio de dos mil doce. 

DECIMOCTAVO. Por tanto, en atención a que el delito imputado, sanciona con una 
ena privativa de libertad no mayor a tres años; y adicionando dieciocho meses 

p r reglas de la prescripción, se colige que para que actúe la prescripción 
extraordinaria, deberán transcurrir cuatro años y seis meses contados a partir del 
incumplimiento al requerimiento judicial del pago de pensiones alimenticias 
devengadas. En consecuencia, realizando una operación aritmética, desde la 

Í/ consumación del ilícito veintisiete de julio de dos mil doce, hasta la fecha de la 
emisión de la presente ejecutoria Suprema, han transcurrido seis años y veinticuatro 

días. 

DECIMONOVENO. No obstante, conforme se expuso en el numeral uno de la 
presente resolución. se interpuso recurso de queja excepcional por denegatoria de 
recurso de nulidad, el quince de marzo de dos mil diecisíete -página cuatrocientos

venta y cuatro-. Por lo que se debe tener presente lo emitido por esta Suprema 
Corte. en el Acuerdo Plenario N.º 6-2007 /CJ-116, del dieciséis de noviembre de dos 

siete, que estableció como doctrina legal: "[ ... ] para el cómputo de los plazos 
de prescripción en el referido supuesto no puede considerarse el lapso 

/comprendido entre la interposición del recurso de queja excepcional, como 
consecuencia del denegatorio del recurso de nulidad, y la remisión al Tribunal 
Superior de la copía certificada de la Ejecutoria Suprema que estima el recurso y 
concede el recurso de nulidad respectivo". 

VIGÉSIMO. Conforme a ello. es de verse, que mediante Oficio N.º 1175-2018-S­
SPTCS, del once de junio de dos mil dieciocho, la Segunda Sala Penal Transitoria, 

itió al Tribunal Superior, copia certificada de la Ejecutoria Suprema que estima el 
recurso de queja y concede el recurso de nulidad respectivo; en ese sentido, se 
reanudó el cómputo del plazo de prescripción, a partir del día siguiente; es decir, 
que en este caso a los seis años y veinticuatro días ya 
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dieciocho de fa presente Ejecutorio Supremo- se le debe descontar el plazo de suspensión 
de. Jo prescripción por el trámite de la queja excepcional, correspondiente a 
catorce meses y veintiséis días.

··
y

VIGESIMOPRIMERO. En consecuencia, a la fecha de emisión de la presente

Ejecutoria Suprema han transcurrido cuatro años y diez meses; ello, excede el plazo 
de prescripción extraordinaria de la acción penal. Así. se verificó lo siguiente: 

Entonces: 

Cor,sumación 27 de julio de 2012 

4 años 6 me,e, 

Consumación 27 de Julio de 2012 

Pre«ñbe­

edn.ordi�tiai 

Ejecutoria Suprema 13 de 
setiembre de 2018 

4 .años 11 meses 

Total 

tran.scu,rklo 

Pt-e$1:;riptión extr.iordin;;arfa 58 

mfil$Q� 

6 años, 1 mes y 17 dias 

Plazo suspendido segun At�erdo 
Plenario N.• 6-2007/CJ-116. 

Tola! de 14 meses y 2 6 días 

Por lo que, resulta procedente declarar nula la sentencia venida en grado y 
fundada de oficio la excepción de prescripción, ordenándose el archivo definitivo 
�,:�:::¡::!::;�:::,ª la facultad conferida por el artículo quin�e
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Ello, sin perjuicio de hacer valer en la vía' corre?pondien1e, el pago de la liquidación 
. ' 

de pensión de alimentos devengados. monto que asciende a mil ciento treinta y 
seis soles, con sesenta y nueve céntimos; que corresponde al periodo de agosto de 

-
y

os mil ocho a febrero de dos mil nueve y setecientos setenta y cinco soles con 

: 
oventa y tres céntimos, correspondiente al periodo de setiembre de dos mil diez a 

· nero de dos mil once.

VIGESIMOSEGUNDO. Finalmente, en atención a la demora en el cumplimiento de 
los plazos formales que dio como resultado la prescripción de la acción penal, 

// deberán remitirse por secretaría, copias certificadas de los actuados a la Oficina de 
Control de la Magistratura, a fin de que proceda conforme a sus atribuciones. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, declararon: 
l. NULA la sentencia de vista del trece de febrero de dos mil diedsieie emitida por
la Cuarta Sala Penal de la Corte Superior de Justicia del Callao, que confirmó la

cia del veinticinco de julio de dos mil dieciséis, que condenó a Félix Enrique 
Minaya Bísso, como autor del delito contra la familia, omisión de asistencia familiar 
e la modalidad de incumplimiento de obligación alimentaria, en agravio de 

/ Alessandra Stefania Mínaya Salcedo; a cuatro años de pena privativa de libertad 
/ efectiva y el pago de mil soles por concepto de reparación civil a favor de la 

agraviada. 
11. De oficio EXTINGUIDA LA ACCIÓN PENAL POR PRESCRIPCIÓN, a favor del
encausado Félix Enrique Minaya Bisso por el mencionado delito y citada
agraviada, dejando a salvo hacer valer su derecho en la vía correspondiente.
111. ORDENARON su inmediata libertad, siempre y cuando no exista en su contra.
orden o mandato de detención emanado por autoridad competente.
IV .. MANDARON, la anulación de los antecedentes judiciales y po!íciales que se
hayan generado en contra del precitado como consecuencia del presente 
proceso, de conformidad con el arfículo doscientos ochenta y cuatro de! Código 
de Procedimientos Penales, debiendo pr:cederse a su archivo dek 
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V. OFICIÁNDOSE vía fax, o medio idóneo corr�spondiente para tal fin, a la Cuarta
' 

' 

Sala Penal de la Corte Superior de Jusfícía del Callao. 

VI. REMITIR copias certificadas de los actuados a la Oficina de Control de la

Magistratura, a fin de que proceda conforme a sus atribuciones; y, los devolvieron. 

s. s.

F!GUEROA NAVARRO 

QUINTANILLA CHACÓN 

CASTAÑEDA ESPINOZA 

PACHECO HUANCAS 

!EPH/GMAP 

1 ft SET. 2018 

SE PUBLICO CONFORME A LEY 

�;---��,,._-. --;¡ 
Secretaria (e) ·· 

Sala Penal Tra,µiitoria 
CORTE: SUPREMA 


